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OPOSICIÓN A NOTARÍAS: DERECHO CIVIL (TEMA 56)


TEMA 56

LA OBLIGACIÓN: CONCEPTO Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA. ELEMENTOS: SUJETOS, OBJETO Y VÍNCULO. LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES: DOCTRINAS. LAS OBLIGACIONES NATURALES EN EL CÓDIGO CIVIL. IDEA DE LAS OBLIGACIONES PECUNIARIAS. EXAMEN DE LAS OBLIGACIONES DE DAR, DE HACER Y DE NO HACER.

    En cuanto al CONCEPTO DE OBLIGACIÓN, podemos decir que el término obligación viene de la palabra latina obligatio, y ésta de obligare (de ob, alrededor, y ligare, ligar o atar). Significaba, pues, ligadura, sujeción física y por traslación sujeción moral.

   El concepto de obligación se enmarca dentro del género más amplio de los deberes jurídicos, pero no debe confundirse con ellos, pues toda obligación es un deber jurídico, pero no todo deber jurídico es una obligación. Por deber jurídico ha de entenderse la necesidad de respetar las leyes, esto es, la necesidad impuesta por el Ordenamiento jurídico de observar determinado comportamiento frente a otras personas (PUIG BRUTAU).

    La obligación es, ante todo, una relación jurídica, por eso puede definirse en sentido amplio como la relación jurídica en virtud de la cual una persona, llamada deudor, tiene el deber jurídico de realizar una prestación a favor de otra, llamada acreedor, quien tiene el derecho a exigírsela (LARENZ).

    En consecuencia, son notas propias de la obligación: el ser relativa, pues se da siempre entre sujetos determinados y; el ser correlativa, pues ofrece una correlación entre el deber de un sujeto y el derecho de otro, pues no hay deuda sin crédito y a la inversa (LACRUZ).

    En el ámbito legal, el C.c. no contiene una verdadera definición de la obligación. Según el art. 1088: “Toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa”, pero esta fórmula sólo abarca el aspecto pasivo de la obligación y únicamente señala el contenido de la prestación que es objeto de la misma. El art. 1911 se refiere, parcialmente, al lado activo de la obligación al decir que: “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros”. Con base en estos dos artículos puede definirse la obligación en sentido técnico-jurídico como el derecho del acreedor dirigido a conseguir del deudor una prestación de dar, hacer o no hacer alguna cosa, garantizado con todo el patrimonio del obligado (ROCA SASTRE).

    En conclusión, se puede decir que una relación obligatoria es la total relación jurídica que liga a dos o más personas y no, exclusivamente, el derecho del acreedor a exigir o el deber de realizar una prestación, aunque estos sean los aspectos más relevantes de dicha relación.

    En cuanto a la EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA OBLIGACIÓN, se puede afirmar que el inicio del concepto de la obligación, en la forma en la que ha llegado hoy a nuestro Derecho, se halla en el Derecho romano. Se definía como el vínculo jurídico por el que somos constreñidos con la necesidad de pagar alguna cosa según las leyes de nuestra ciudad, concepto que en épocas posteriores sería modificado pero que subyace en las definiciones modernas. La concepción romana de la obligación, contemplada ésta en su estructura interna, se caracteriza por:

· Un rígido sentido formalista, que llevó a proclamar como fundamental el principio de que no bastaba el acuerdo de voluntades para crear la obligación, sino que para su nacimiento era necesaria una forma concreta.

· Un exageramiento del punto de vista subjetivo, que llevó a ver en la obligación un vínculo entre dos personas: un determinado acreedor y un concreto deudor. 

· Y porque la responsabilidad por incumplimiento era personal hasta pasar, más tarde, a ser patrimonial.

    Por su parte, el antiguo Derecho germánico puso el acento en los llamados elementos objetivos, de manera que: 

· La obligación se estructuraba sobre la base de dos elementos perfectamente diferenciados: la deuda y la responsabilidad.

· Y además, el crédito tenía un contenido objetivo que lo hacía un valor patrimonial susceptible de transmisión.

    Posteriormente las tendencias espiritualistas del Derecho canónico desmoronaron las viejas estructuras formalistas del Derecho de obligaciones, e hicieron se concediera acción a los pacta nuda, acogiéndose así el principio de libertad de forma. Además, tanto la Moral cristiana como el Derecho natural afianzaron la obligación como sujeción patrimonial al introducir la protección del contratante más débil y la reparación del perjuicio causado a otro. Por otra parte, la restauración del Derecho romano, a través del fenómeno de la Recepción, en sentido individualista, y la Ideología Liberal, que cristaliza en los Códigos modernos de tipo francés, dejan asentado el Derecho de obligaciones radicalmente sobre las bases del principio de la autonomía de la voluntad. 

    Actualmente, se tiende a limitar los dominios de la voluntad en el campo de las obligaciones: 

· Por la importancia concedida a los intereses colectivos, al lado de los puramente individuales.  

· Por un cierto renacimiento del formalismo, en numerosos contratos. 

· Y por el desenvolvimiento cada vez más considerable de las leyes imperativas o de orden público. 

    Claros ejemplos de estas tendencias limitativas de los principios de la autonomía de la voluntad y de la libertad de forma son los contratos forzosos, los sometidos a condiciones generales, los de arrendamientos urbanos y rústicos, los de adhesión, los de seguros,... etc.

    En cuanto a la obligación contemplada como instrumento para llevar a cabo la dinámica de la vida económica, en la actualidad está siendo sometida a revisión.

    Nuestro Derecho de obligaciones, pensado para una economía agraria y de pequeños comerciantes en la que las obligaciones eran casi siempre pecuniarias o de dar cosas específicas, no regulaba apenas el comercio de bienes de consumo en masa, ni las prestaciones de servicios técnicos propias del nuevo tráfico, ni las consecuencias jurídicas de los cambios tecnológicos.

    Para responder a ello, hay ya soluciones de Derecho positivo:

· Como el art. 3.1 C.c., que obliga a interpretar las normas según la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas.

· El art. 1255 C.c., que consagra el principio de autonomía de la voluntad, posibilitando la creación de nuevos tipos contractuales.

· Y la regulación de las condiciones generales de la contratación o la protección de los consumidores y usuarios, así como diversos supuestos de responsabilidad objetiva.

    En cuanto a los ELEMENTOS DE LA OBLIGACIÓN.

    LOS SUJETOS son las personas ligadas por la relación jurídica.

· Pueden ser personas físicas o jurídicas.

· Pueden ocupar la posición de deudor o de acreedor.

· Y dentro de éstas puede haber unidad o pluralidad de deudores o acreedores. 

· Y puede darse: exclusividad, si sólo se es deudor o acreedor; o reciprocidad, si se es recíprocamente deudor y acreedor.

    Finalmente, los sujetos han de estar determinados o ser al menos determinables en diverso grados:

· Así, los sujetos pueden estar completa y absolutamente determinados en el momento de surgir la obligación.

· Puede estar una parte determinada y ser la otra determinable a posteriori sobre bases ciertas, como ocurre en los títulos al portador y en la promesa al público.

· Y también pueden los sujetos venir determinados con relación a una cosa, cambiando con la transmisión de la misma, como ocurre en las titularidades vinculadas “ob rem” y en las obligaciones “propter rem”.

    En cuanto al OBJETO DE LAS OBLIGACIONES, es lo debido por el deudor y lo que el acreedor está facultado para reclamar; debiendo distinguirse entre: 
· Un objeto directo, que es la prestación, es decir, el comportamiento que el acreedor puede exigir al deudor o la conducta que éste debe adoptar ante aquél de dar, hacer o no hacer algo.

· Y un objeto indirecto, que son las cosas o servicios sobre los que recae el deber del deudor.
    Según el art. 1088 C.c.: “Toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa". Como el dar es una acción, en definitiva toda prestación contiene un hacer o un omitir (LACRUZ).

    La prestación debe ser posible, lícita y determinada. El C.c. no alude a estos requisitos de la prestación al establecer la disciplina general de las obligaciones, pero resultan de los preceptos relativos al objeto del contrato (cfr. arts. 1271-1276).

    La prestación debe ser posible, ya que según el art. 1272 C.c.: “No podrán ser objeto de contrato las cosas o servicios imposibles”, con lo que el C.c. se adscribe a la tesis tradicional de que nadie puede obligarse a una prestación imposible, pues equivale a no obligarse a nada.

    La imposibilidad puede ser de varias clases:

· Natural o jurídica.

· Objetiva o subjetiva.

· Originaria o sobrevenida.

· Y total o parcial.

    Distinciones éstas importantes porque las consecuencias de la imposibilidad, según su clase, serán:

· La nulidad de la obligación.

· Su extinción.

· O el deber de indemnizar.

    Además, la prestación debe ser lícita, afirma este requisito el art. 1271, pfos. 1º y 3º, C.c., cuando dice que: “Pueden ser objeto de contrato las cosas que no están fuera del comercio de los hombres, aun las futuras...

    Pueden ser igualmente objeto de contrato todos los servicios que no sean contrarios a las leyes o a las buenas costumbres”. Precepto que es complementado por el art. 1255 C.c. que establece que: “Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a la moral ni al orden público”.
    Bajo la extracomercialidad de las cosas deben incluirse: 

· Los bienes de dominio público (art. 399 C.c.).

· Las cosas no susceptibles de apropiación por considerarse cosas comunes a todos al quedar fuera del ámbito de poder del individuo (cfr. art. 333 C.c.).

· Los bienes sustraídos a la libre disponibilidad de los particulares (v.gr., el estado civil de las personas, los bienes de la personalidad,... etc.) (DÍEZ-PICAZO y GULLÓN).

    Entendiéndose como ilícita la prestación contraria a la ley, a la moral, a las buenas costumbres y al orden público. No bastando, para juzgar la ilicitud de la prestación, con atender a la sola conducta en que ésta consista, sino que se debe valorar a tenor del fin a que tiende y de las circunstancias que la rodean.

    Si la prestación es ilícita, la consecuencia será la nulidad de la obligación, como determinan:

· El art. 6-3 C.c. cuando dice que: “Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención”.

· Y el art. 1275 C.c., según el cual: “Los contratos sin causa, o con causa ilícita, no producen efecto alguno. Es ilícita la causa cuando se opone a las leyes o a la moral”.
    Además, la prestación ha de estar determinada, es decir, identificada al formalizarse la obligación, de modo que no quepa su confusión con otra, ni haya dudas sobre su existencia.

    Y si no está determinada, la prestación habrá de ser al menos determinable, pero ello sin necesidad de nuevo convenio, porque lo contrario en la práctica supondría dejarlo a la libre voluntad de una de las partes. Así lo establece el art. 1273 C.c., al decir que: “El objeto de todo contrato debe ser una cosa determinada en cuanto a su especie. La indeterminación en la cantidad no será obstáculo para la existencia del contrato, siempre que sea posible determinarla sin necesidad de nuevo convenio entre los contratantes”. La determinación a posteriori puede ser hecha de diversos modos, tales como la referencia a una cosa o circunstancia cierta o la decisión que haga una persona distinta de los contratantes (arg. arts. 1447, 1448 y 1690 C.c.), en cambio, nuestro C.c. no parece tolerar que la prestación se deje al arbitrio de una de las partes (arg. arts. 1449 y 1690-2º C.c.).

    Finalmente, aunque el C.c. no lo dice, la prestación también debe ser patrimonial, en el sentido de valuable en dinero aunque el interés del acreedor no sea económico, porque de lo contrario, en caso de incumplimiento, no cabría indemnización, siendo así que según el art. 1101 C.c.: “Quedan sujetos a la indemnización de daños y perjuicios los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieran el tenor de aquellas”.

    En cuanto al VÍNCULO, es el nexo que liga a una parte de la obligación con la otra.

    Sus elementos son:

· El débito, o deber de prestación a cargo del deudor.

· Y la responsabilidad, o sujeción del patrimonio del deudor al perjuicio que le resulte como sanción por incumplimiento de su débito.

    Si bien en períodos históricos anteriores, la deuda y la responsabilidad han podido funcionar separadamente (se podía deber y no ser responsable o viceversa), en el Derecho moderno no ocurre lo mismo. Se es responsable porque se debe o se ha debido algo. No existe responsabilidad sin deuda, y un deber que quiera ser calificado como jurídico constituye un caso de responsabilidad, corrobora dicha tesis el art. 1911 C.c., cuando afirma que: “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros”. (DÍEZ-PICAZO y GULLÓN).

    Además, el vínculo tiene como contenido:

· Una prestación principal, que es lo expresamente pactado por las partes o impuesto por la ley.

· Y unos deberes secundarios, o cortejo de exigencias accesorias que acompañan, completándola, a la prestación principal.

    A ellas se refiere, en materia de contratos, el art. 1258 C.c. cuando dice que los contratos “...obligan, no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a todas las consecuencias que, según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, al uso y a la Ley”.

    En cuanto a las FUENTES DE LAS OBLIGACIONES, siguiendo la tradición del Derecho romano la doctrina señala como fuentes de las obligaciones el contrato, el cuasi contrato, el delito y el cuasi delito. GAYO hablaba del contrato y de otras varias causas. A base de concretar esta última referencia JUSTINIANO señaló las cuatro que se han indicado. El C.c. italiano de 1865, siguiendo al francés, añadió la ley, criterio que siguió el art. 1089 de nuestro C.c. Así quedó formulada la clasificación quíntuple: la ley, los contratos, los cuasi contratos, los delitos y los cuasi delitos.

    Esta enumeración no tiene más valor que exponer los resultados de una evolución  histórica, pues no responde a una lógica intrínseca ni se ajusta a la realidad social de nuestros días. Pero las dudas han surgido cuando se ha intentado sustituirla por otra. Para hallar una clasificación racional o útil de las fuentes de las obligaciones se han seguido dos procedimientos: uno especificador o analítico; otro, simplificador o sintético. Ninguno ha resultado satisfactorio, el analítico no puede consistir en una descomposición indefinida de los supuestos en los que nacerá una obligación; el sintético tampoco puede llevar a las últimas consecuencias la reducción de causas por lo que en ellas pueda descubrirse de común. Lo único que pueden hacer es señalar tendencias en una u otra dirección (PUIG BRUTAU).

    No hay duda de que, en último término, todas las obligaciones nacen de la ley o existen porque las reconoce el Ordenamiento jurídico, pero ninguna obligación nace enteramente de la ley, sino de los hechos a los que se atribuye el efecto de que originen obligaciones. Sin duda, lo que importa es clasificar los hechos que el Ordenamiento jurídico considera como causa de la relación obligatoria (PUIG BRUTAU).

    A base de observar los grupos homogéneos o situaciones que generan obligaciones se puede decir que las mismas pueden nacer (LARENZ):

· De los negocios jurídicos.

· De la conducta social típica (p.ej., prestación de un servicio público)

· De los hechos legalmente reglamentados (p.ej., obligaciones procedentes de actos ilícitos o de responsabilidad por riesgo, obligaciones por enriquecimiento injusto,...etc.).

· Y de un acto de soberanía estatal con efectos constitutivos en temas de Derecho privado (como, p.ej., los contratos forzosos o impuestos).

    El C.c. español regula las fuentes de las obligaciones en los siguientes artículos:

    El art. 1089 que dice que: “Las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier genero de culpa o negligencia.

    El art. 1090 que dice que: “Las obligaciones que nacen de la ley no se presumen. Sólo son exigibles las expresamente determinadas en este Código o en leyes especiales, y se regirán por los preceptos de la ley que las hubiere establecido; y en lo que ésta no hubiere previsto, por las disposiciones de este libro (Libro IV)”.

    El art. 1091 que dice que: “Las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben cumplirse al tenor de los mismos”.

    El art. 1887 que dice que: “Son cuasi contratos los hechos lícitos y puramente voluntarios, de los que resulta obligado su autor para con un tercero y a veces una obligación recíproca entre los interesados”.

    El art. 1092 que dice que: “Las obligaciones civiles que nazcan de los delitos y las faltas se regirán por las disposiciones del Código penal”, de donde resulta que toda persona criminalmente responsable de un delito lo es también civilmente si del hecho se derivaren daños o perjuicios.

    Y el art. 1093 que dice que: “Las (obligaciones) que se deriven de los actos u omisiones en que intervenga culpa o negligencia no penadas por la ley, quedarán sometidas a las disposiciones del capítulo II, del título XVI de este libro (arts. 1092 y ss.)”, estableciendo el art. 1902 que:  “El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado”.
    Además, se debate sobre la voluntad unilateral como fuente de las obligaciones, cuya admisión implicaría que una obligación puede nacer por la simple manifestación de una persona de querer obligarse. En relación al tema mientras hay autores que la consideran como verdadera fuente de obligaciones (BONILLA SANMARTÍN y VALVERDE decididamente; CASTÁN, HERNÁNDEZ GIL y LALAGUNA matizadamente), otros consideran que no lo es (ALBALADEJO y LACRUZ decididamente; DÍEZ-PICAZO con matices).

    En cualquier caso, el TS acepta que la voluntad unilateral puede ser fuente de obligaciones, pero con matices:

· Se inclina siempre por la necesidad de la aceptación del beneficiado, incluso tácita.

· Resalta que la voluntad (o promesa) debe tener una causa lícita, conforme a lo dispuesto en el art. 1274 C.c.

· Y sólo la acepta como fuente creadora de obligaciones en algunos casos que, realmente, no son supuestos de voluntad unilateral, así ocurre con: la promesa pública de recompensa y el concurso con premio, que son supuestos de oferta contractual; y  con el reconocimiento de deuda, que es un negocio jurídico unilateral.

    Con relación a la voluntad unilateral la Ley 521 de la Comp. Navarra, dedicada a  la oferta pública, establece que: “Toda promesa sobre cosa y bajo condición lícitas obliga al que la hace desde que es objeto de publicación suficiente, aunque nadie haya notificado su aceptación. Si el promitente no hubiere fijado plazo, se entenderá mantenida la oferta durante el tiempo que parezca necesario según el arbitrio del Juez. Si una persona determinada hubiere notificado al promitente su aceptación antes de caducar la oferta, ésta se entenderá mantenida, respecto al aceptante, durante un año y un día, a no ser que en el momento de la aceptación se hubiere convenido otro plazo”.
    En cuanto a las OBLIGACIONES NATURALES tienen su origen en el Derecho romano, donde consistían una categoría intermedia entre el simple deber moral y la obligación jurídica perfecta, haciendo posible que exista un débito sin su correlativa responsabilidad y causando con ello como efecto la irrepetibilidad del pago hecho voluntariamente.

    En nuestro Derecho, aunque sólo las define la Comp. Navarra en la Ley 510, según la cual: “No será repetible el pago cuando se haya hecho en cumplimiento de un deber moral, o impuesto por el uso, aunque no sea judicialmente exigible...”, tradicionalmente se ha entendido que el C.c. regula algunos supuestos:

· El de la entrega de cosa no debida o ya pagada, del art. 1901.

· El del prestatario que paga intereses sin estar pactados, del art. 1756.

· O el de quien sin estar obligado da alimentos a un extraño, del art. 1964.

    Además, otros supuestos posibles serían:

· El de la deuda prescrita, que no genera obligación civil de pagar, pero sí moral.

· Y la obligación civil no nacida por defecto de forma ad substantiam, que genera obligación natural de subsanar.

    Por su parte, la Comp. Navarra contempla el préstamo al hijo de familia sin consentimiento paterno, donde el prestamista carece de acción para reclamar la cantidad prestada, aunque su devolución le sea debida naturalmente, así se desprende de la Ley 538 cuando dice que: “El que presta a un hijo de familia no emancipado que vive en compañía de su padre, si prestó sin consentimiento de éste, carece de acción para reclamar la cantidad prestada, incluso después de desaparecer las causas de la incapacidad; pero si la cantidad es pagada voluntariamente, no habrá lugar a la repetición de la misma como indebida”.
    No obstante, la doctrina mayoritaria actual rechaza que estos supuestos constituyan obligaciones naturales, y entiende que éstas perviven en la actualidad sólo teóricamente, como eventual justa causa de determinadas atribuciones patrimoniales, pero no como fundamento de obligaciones propiamente dichas.

    En cuanto a las OBLIGACIONES PECUNIARIAS, para hacernos una idea pueden definirse como aquellas en las que la prestación consiste en la entrega de una suma de dinero entendida como una cantidad de unidades monetarias, sin determinar el tipo de monedas ni la materia de que están hechas, a modo de obligación genérica.

    Por tanto, han de distinguirse:

· De la deuda pactada en moneda específica.

· Y de la deuda de valor cuyo pago se pacta en dinero.

    Sus características son:

· Que su cumplimiento nunca es imposible, porque dinero siempre hay.

· Que suelen dar lugar a la prestación de un interés, o cantidad a la que tiene derecho el acreedor como rendimiento de capital que se le adeuda, fijado en proporción a éste y al tiempo por el cual está privado de su utilización.

· Que su incumplimiento devenga automáticamente interés como indemnización, ya sea el pactado o el legal, porque siendo el dinero un bien productivo, la mora o el impago produce siempre perjuicio al acreedor.

· Y que pueden hacerse efectivas mediante pagarés, letras de cambio, cheques o cualquier otro medio de pago, sin perjuicio de que, con arreglo al art. 1170-22º C.c. éstos sólo produzcan los efectos del pago cuando hubiesen sido realizados o cuando por culpa del deudor se hubiesen perjudicado.

    La problemática propia de estas obligaciones, en la que no podemos entrar, gira alrededor de:

· Los intereses y el problema del anatocismo.

· La devaluación monetaria, donde se enfrentan como soluciones posibles las teorías nominalista y valorista.

· Y las obligaciones en moneda extranjera, cuyos problemas básicos son el cambio y el pago en la especie pactada.

      En cuanto a las OBLIGACIONES DE DAR, DE HACER Y DE NO HACER, hemos de decir que se llama positiva la obligación que tiene por objeto dar o hacer algo, y negativa la que constriñe al deudor a no entregar o no hacer algo que sin la existencia del vínculo le sería permitido (CASTÁN).

    Se llaman obligaciones de dar aquellas que tienen por objeto la entrega de una cosa que el deudor deba hacer al acreedor, en atención a que éste haya adquirido o adquiera sobre la misma un derecho cualquiera, a saber, la propiedad o un derecho real, o simplemente el uso o la tenencia (CASTÁN).

    Las obligaciones de dar son las que sirven de título a los derechos reales, aun cuando para el nacimiento de éstos (cfr. art. 1095 C.c.) se precisa la concurrencia de la entrega o modo de adquirir.

    Estas obligaciones se rigen por los siguientes preceptos del C.c.:

    El art. 1094 que dice que: “El obligado a dar alguna cosa lo está también a conservarla con la diligencia propia de un buen padre de familia”.

    El art. 1095 que dice que: “El acreedor tiene derecho a los frutos de la cosa desde que nace la obligación de entregarla. Sin embargo, no adquirirá derecho real sobre ella hasta que le haya sido entregada”.

    El art. 1096 que dice que: “Cuando lo que deba entregarse sea una cosa determinada, el acreedor, independientemente del derecho que le otorga el art. 1101, puede compeler al deudor a que realice la entrega.

    Si la cosa fuere indeterminada o genérica, podrá pedir que se cumpla la obligación a expensas del deudor.

    Si el obligado se constituye en mora, o se halla comprometido a entregar una misma cosa a dos o más personas diversas, serán de su cuenta los caso fortuitos hasta que se realice la entrega”.
    El art. 1097 que dice que: “La obligación de dar cosa determinada comprende la de entregar todos sus accesorios, aunque no hayan sido mencionados”.

    El art. 1160 que dice que: En las obligaciones de dar no será válido el pago hecho por quien no tenga la libre disposición de la cosa debida y capacidad para enajenarla. Sin embargo, si el pago hubiere consistido en una cantidad de dinero o cosa fungible, no habrá repetición contra el acreedor que la hubiese gastado o consumido de buena fe”.

    Y el art. 1167 que dice que: Cuando la obligación consista en entregar una cosa indeterminada o genérica, cuya calidad y circunstancias no se hubiesen expresado, el acreedor no podrá exigirla de la calidad superior, ni el deudor entregarla de la inferior”.

    Por su parte, se llaman obligaciones de hacer aquellas que tienen por objeto una prestación consistente en desarrollar cualquier actividad, corporal o intelectual, diversa de la consistente en entregar una cosa (CASTÁN).

    A su vez, las obligaciones de hacer pueden clasificarse en:

· De actividad o de resultado, según que la prestación se limite a desarrollar una conducta diligente, o que consista en la obtención de un resultado pactado que integra la prestación.

· Y en personalísimas o no personalísimas, según sólo puedan ser cumplidas por un concreto acreedor o, en defecto de éste, también por un tercero.

    Las obligaciones de hacer se rigen, fundamentalmente, por lo dispuesto en el art. 1098 C.c. que dice que: “Si el obligado a hacer alguna cosa no la hiciere, se mandará ejecutar a su costa.
    Esto mismo se observará si la hiciera contraviniendo al tenor de la obligación. Además podrá decretarse que se deshaga lo mal hecho”.

    En todo caso, ha de tenerse en cuenta que, según el art. 1161 C.c.: “En las obligaciones de hacer el acreedor no podrá ser compelido a recibir la prestación  o el servicio de un tercero, cuando la calidad y circunstancias de la persona del deudor se hubiesen tenido en cuenta al establecer la obligación”. 

    Por lo mismo, si la obligación es personalísima y el deudor se negare a realizarla, el acreedor sólo podrá obtener la indemnización de los daños y perjuicios sufridos, pues aquí rige la máxima de que nadie puede ser materialmente obligado a hacer algo.

    En cuanto a las obligaciones de no hacer, son aquellas en las que la prestación consiste en una omisión o una abstención del deudor, lo que puede consistir en una pura y simple inactividad, o en permitir determinados actos del deudor sin obstaculizarlos.

    Pudiendo distinguirse, sobre la base de la anterior definición, entre (DÍEZ-PICAZO y GULLÓN):

· Obligaciones in non faciendo u obligaciones de abstención.

· Y obligaciones in patiendo u obligaciones de tolerancia. 

    Estas obligaciones se rigen en nuestro Ordenamiento jurídico por lo dispuesto en el art. 1099 C.c. que dice que: “Lo dispuesto en el párrafo segundo el artículo anterior se observará también cuando la obligación consista en no hacer y el deudor ejecutare lo que le había sido prohibido”.

    Por lo demás, conviene señalar que toda esta materia de las obligaciones de dar, hacer y no hacer, debe ser completada con el estudio del Título V (relativo a la ejecución no dineraria), del Libro III (referente a la ejecución forzosa) de la LEC.

    La razón está en el hecho de que esta Ley regula una serie de actuaciones que, dependiendo del contenido de la obligación, pretenden alcanzar, en primer lugar, el cumplimiento in natura, con el propósito de intentar superar el sistema de la LEC de 1881, claramente inclinado a la ejecución dineraria sustitutiva.

    Aquí, no obstante, basta con dejarlo apuntado. Ya que un examen detenido de dicha regulación se efectúa en el Tema 59 del programa, al cual remitimos.

José Manuel Márquez Ruiz


